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A C U E R DO

En la ciudad de La Plata, a 24 de mayo de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, de Lázzari, Hitters, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa B. 64.068, "Investigaciones Médicas S.A. contra Provincia de Buenos Aires (I.O.M.A.). Demanda contencioso administrativa".

A N T E C E D E N T E S

I. Horacio I. Beresñak, en su carácter de apoderado de Investigaciones Médicas S.A., con patrocinio letrado, inicia demanda contencioso administrativa por cobro de pesos contra la Provincia de Buenos Aires, Instituto de Obra Médico Asistencial (I.O.M.A.), solicitando se condene al pago de la suma de trescientos setenta mil novecientos treinta y nueve pesos por facturas impagas, más intereses y costas.

II. Corrido el traslado de ley se presentó en autos la Fiscalía de Estado y planteó excepción de inadmisibilidad formal de la demanda (fs. 536/541), que fue contestada por la actora a fs. 543/545.

III. A fs. 550/551 el Tribunal resolvió desestimar dicha excepción.

IV. La Fiscalía de Estado contestó la demanda, solicitando su rechazo (fs. 564/578 y vta.).

V. Acompañadas las actuaciones administrativas sin acumular, no habiéndose producido prueba, agregados los alegatos de ambas partes, hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundada la demanda?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

I. El apoderado de la actora relata que su mandante convino con la demandada la prestación de servicios médico-asistenciales a favor de los afiliados y adherentes de la región Capital Federal de ese Instituto.

Señala que dicha relación jurídica tuvo comienzo en el año 1991, cuando comenzó a atender los pacientes derivados por la accionada en su centro asistencial de la calle Pichincha 69 de la Ciudad de Buenos Aires.

Explica que su mandante dio cumplimiento regular a sus obligaciones, mientras que el I.O.M.A., desde el inicio, demoró injustificadamente el pago de las facturas, ante lo cual efectuó reclamos que arrojaron resultado negativo.

Narra que en el mes de octubre de 1993 se formalizó la relación contractual, al suscribirse un instrumento en el cual se plasmaron los términos en que se prestaba el servicio desde 1991.

Aduce que durante los dos años siguientes el contrato se ejecutó con razonable normalidad, aunque en ocasiones el Instituto incurría en demoras subsanadas dentro de plazos aceptables.

Explica que los pacientes concurrían al centro asistencial de su poderdante munidos de los bonos o autorizaciones emanados del I.O.M.A. para la realización de cada práctica, que eran entregados al momento de realizarse la prestación médica.

Relata que, mensualmente, su mandante recopilaba las prestaciones efectuadas en ese período, confeccionaba la liquidación de los importes, emitiendo las facturas correspondientes y que dichas facturas y los bonos o las autorizaciones eran presentadas al cobro ante el I.O.M.A. a principios del mes siguiente.

Destaca que en una misma fecha se emitían diversas facturas correspondientes a un solo período mensual, de acuerdo a los criterios impuestos por el Instituto para las diferentes categorías.

Alega que, a raíz de ello, su mandante debió implementar un sistema de facturación más engorroso que implicó la multiplicación de facturas.

Agrega que la demandada, quien practicaba auditorías sobre los comprobantes acompañados a cada factura, estaba obligada a pagar el importe contenido en ella a los treinta días de su emisión.

Manifiesta que en 1996 la demora en los pagos excedió los plazos habituales y que entonces fue notificada por el Instituto de la extinción del convenio vigente.

Argumenta que, pese a ello, la demandada siguió en los meses siguientes derivando pacientes para su atención.

Relata que vencido el término del preaviso fijado contractualmente, y no obstante apuntada la rescisión, comunicada por medio fehaciente, continuaron derivándose pacientes a su centro de atención médica con idéntica frecuencia a la exhibida en los períodos anteriores.

Interpreta que la nueva metodología adoptada significaba retornar al sistema precontractual, situación que califica como una práctica habitual en el medio. 

Afirma que su parte solicitó verbalmente las explicaciones del caso a las autoridades del I.O.M.A., obteniendo como respuesta que continuaban enviándoles pacientes y abonando las prestaciones porque el Instituto carecía de prestadores en Capital Federal que pudieran sustituir tales servicios.

Aclara que dicha situación de precariedad se mantuvo durante los años 1998 y 1999 y hasta principios de septiembre del año 2000; aunque a partir de abril de 1999 la situación financiera de la accionada se agravó y entró virtualmente en cesación de pagos. Sin embargo, indica, su mandante optó por seguir prestando el servicio a los afiliados, en el entendimiento que las necesidades del paciente deben anteponerse al interés crematístico del prestador.

Argumenta que la cesación de pagos se mantuvo durante todo el año 1999 y que en marzo de 2000 la entidad demandada comenzó a rechazar las facturas presentadas. Expone que tal circunstancia obligó a tomar la decisión extrema y no deseada de suspender las prestaciones a partir del 1-IX-2000.

Detalla las facturas impagas (v. fs. 445/447) que reflejan prestaciones efectuadas en el período comprendido entre el 1-IV-1995 y el 4-IX-2000, que arrojan un total de $ 370.939,55 acompañando copia de las receptadas y originales de las que no lo fueron.

Destaca que fueron numerosos y por medios diversos los reclamos de su poderdante ante el I.O.M.A. a partir de abril de 1999, pero no resultaron conducentes.

Sostiene que el 23-II-2000 su mandante remitió carta documento a la demandada intimándola al pago de la deuda pendiente que ascendía a $ 299.810,68 la cual fue recibida el 25-II-2000.

Narra que ante tal intimación la demandada no sólo no respondió, sino que a partir de entonces se negó a recibir las facturas que la empresa siguió emitiendo.

Explica que ante la imposibilidad de llegar a una solución, luego de varias tratativas, suspendió la prestación de servicios a partir del 1-IX-2000.

Alega que la demandada jamás imputó débitos u observaciones sobre las facturas objeto del presente reclamo, por lo cual sostiene que existió conformidad de su parte.

Manifiesta que ante la negativa a recibir facturas desde marzo de 2000, el 29 de septiembre de ese año se remitió una nueva carta documento constituyéndola en mora, que fue recibida por el I.O.M.A. el 2-X-2000.

Reclama un interés mensual por cada factura del 2,5% devengado a partir del trigésimo día de emisión de cada factura.

Ofrece prueba documental y solicita confesional.

II. Al contestar la demanda, la Fiscalía de Estado destaca que el I.O.M.A. fue creado por la ley 6982 con la finalidad de realizar los fines del Estado en materia médico asistencial para sus agentes en actividad o pasividad y para los sectores de la actividad pública y privada que adhirieran a su régimen.

Explica que dentro de las atribuciones del Directorio de la entidad se encuentra la de celebrar toda clase de contratos y convenir las prestaciones asistenciales y sus aranceles.

Argumenta que la contratación entre distintos prestadores y el I.O.M.A. puede obedecer a la metodología de prestador adherido por convenio directo o bien por convenio de entidad representativa como prestador no adherido.
Manifiesta que en el primer supuesto el centro adherido se encuentra facultado a facturar. En tal caso, dicha facturación debe ser autorizada por el órgano competente y corresponderse con los aprobados por la Obra Social por convenio. En el segundo supuesto le corresponde al Directorio del I.O.M.A. determinar la aprobación del pago o su rechazo por improcedente.

Relata que el 28-VII-1999 se dictó la resolución 676/99 por la cual se faculta a la "Dirección de Región Capital Federal a autorizar exclusivamente aquellas prestaciones que sean requeridas en los efectores que se consignan en el Anexo".

Agrega que atento la multiplicidad de convenios existentes por parte de I.O.M.A y la eventualidad de que ciertas prestaciones no se hallaran contempladas en ellos, el Directorio de la entidad dictó la resolución 116/00, por la cual se dispuso "reconocer exclusivamente la cobertura de las prestaciones que se brinden a afiliados del I.O.M.A, de aquellas facturaciones emitidas como consecuencia de la existencia de un convenio prestacional directo, convenios con entidades representativas y trámites de excepción aprobados por el Honorable Directorio, en virtud de los considerandos del presente".

Aduce que de ambas resoluciones se desprende el tipo de prestación asistencial y los requisitos que deben observar los establecimientos de salud, en orden al cobro de las prestaciones brindadas.

Reconoce que en el año 1993 la actora celebró un convenio con el I.O.M.A. para proveer servicios asistenciales a sus afiliados, luego rescindido por ésta en el año 1996.

Alega que mientras duró la vinculación contractual, la actora se benefició con el régimen de los prestadores adheridos, facturando y cobrando los servicios efectivamente brindados.

Destaca que a partir de 1996 cesó la relación contractual, por lo cual dejaron de aplicarse las normas que le correspondían. De allí en más, aclara, el reconocimiento de los servicios estaba subordinado a la autorización por parte del Directorio y al consecuente dictado de un acto que autorizara el pago en cuestión. Afirma que tales exigencias no se verifican en la especie.

Sostiene que no puede pretenderse que con posterioridad al cese del contrato pudiera aplicarse el sistema precontractual, ni que la mera presentación de las facturas autorizara per se el pago de las mismas.

Argumenta que la pretensión de cobro resulta improcedente ya que luego de la rescisión del vínculo contractual, en 1996, la prestación de servicios por parte de la actora lo fue en el marco de una relación que carecía de vigencia y se tornó irregular, más allá de que haya habido una autorización válida por parte del I.O.M.A.

Explica que la autorización es un trámite previo que tiende a constatar la práctica o internación ordenada en relación con la patología que se denuncia del afiliado, mientras que la viabilidad del pago está sujeta a un control posterior por parte del I.O.M.A.

Según aduce, para que exista derecho al cobro de las prestaciones, además de la autorización previa del I.O.M.A., deben constatarse otras condiciones referidas a la relación del prestador con la obra social y a la eficiencia del servicio realizado.

Sostiene que en autos se pretende el pago de facturas por la supuesta realización de prestaciones médicas con fundamento en una contratación que carece de validez y eficacia por no haberse ajustado a las disposiciones legales en la materia.

Agrega que la actividad desplegada por Investigaciones Médicas S.A. no ha observado la buena fe contractual. Se trata, añade, de situaciones de hecho que no dan lugar a la responsabilidad patrimonial del Estado per se.
Destaca que tampoco se ha configurado un caso de enriquecimiento sin causa que permita por esa vía acceder a la pretensión de la parte actora.

Indica que la validez y eficacia de la contratación está supeditada al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones vigentes en cuanto a la forma y procedimiento de contratación y cita doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y de este Tribunal.

Destaca que en el caso no existe acto administrativo alguno por el cual se haya autorizado y justificado la forma de tramitación sustentada por razones de "urgencia", ni que permitiera la continuación de la prestación en la forma anterior a la contratación ni durante la misma.

Añade que a partir del dictado de la ley de creación del I.O.M.A. sólo podían prestarse servicios asistenciales a través de convenios directos, con las entidades intermedias o bien por autorización del Directorio, no dándose en el caso de autos ninguno de dichos supuestos. Tampoco se presenta un caso de excepción, fundado en una urgencia especial, impostergable o imprevista.

Señala que la Administración debe realizar una serie de actos de verificación de las circunstancias y motivaciones que originaron el apartamiento de las regulaciones contractuales, como también el real y efectivo cumplimiento del servicio. Del mismo modo, precisa que debe darse intervención a los organismos de asesoramiento y control previstos en el ordenamiento, antes de emitir el acto de reconocimiento del gasto.

Apunta que, por tal motivo, recién a partir del momento en que es aprobado el gasto y ordenado el pago, se cuentan los 30 días para efectuar la cancelación del servicio.
Argumenta que en ausencia de dicho acto administrativo la autoridad no queda obligada al pago.

Destaca que la prestación recibida por la Administración o sus afiliados sin el debido acuerdo formal previo, no puede producir idénticos efectos que la realizada en el marco del acuerdo originario.

Indica que la única manera de reencauzar la gestión es verificar adecuadamente que la prestación fue recibida en la cantidad y calidad facturadas, acreditar que el precio cuya percepción se pretende es razonable y otorgar, previamente a la aprobación del gasto, intervención a la Contaduría General de la Provincia, Asesoría General del Gobierno y Fiscalía de Estado.

Sostiene que en el trámite de reconocimiento como de legítimo abono de un servicio o provisión se analiza, no sólo si se recibió la prestación, sino si era necesario y si su precio fue el adecuado.

Argumenta que, en el caso, atento la remisión de las actuaciones administrativas previo a determinar en modo fehaciente la realización de las prestaciones médicas, se impidió el dictado del acto administrativo que autorizara el pago.

Aduce que el dictado del acto aprobatorio del gasto será consecuencia ponderada de una serie de pasos que conducirán a su emisión, que de no cumplirse, conducirán al rechazo del pago sin que pueda sostenerse que la Administración no se haya manejado dentro de pautas absolutamente razonables.

Explica que sin el acto expreso de reconocimiento de la erogación a efectuar como de legítimo abono, no puede mediar exigibilidad del crédito, tal como tampoco puede pretenderse el pago de una factura por un servicio prestado sin contrato, si aun no se cuenta con acto aprobatorio.

Rebate entonces que el pago resulte exigible a los 30 días de la presentación de la factura.

Sostiene que no modifica tales circunstancias la supuesta buena fe invocada por la parte actora, pues alega que el principio de buena fe contractual impone al contratista un comportamiento oportuno, diligente y activo.

Alega que hubiera sido necesario demostrar, dentro de ese marco, el efectivo beneficio reportado a los intereses públicos por la actividad desplegada por el actor, pero que sin embargo no median en autos elementos que así lo acrediten.

Niega expresamente que la cantidad, calidad y costo de los trabajos realizados por la accionante coincidan con la realidad y que hayan sido útiles, convenientes y beneficiosos a los intereses fiscales.

Finalmente, como planteo subsidiario para el hipotético caso en que prospere la demanda, advierte que la suma reclamada no encuentra sustento en las prestaciones que la actora dice haber realizado. De igual modo, respecto de los intereses, sostiene que la deuda reclamada no era exigible al Estado atento la inexistencia del acto administrativo que determine la existencia de la deuda, razón por la cual los intereses sólo procederían desde el dictado de la sentencia que reconozca el derecho que el actor invoca a su favor.

III. De las actuaciones administrativas agregadas sin acumular (expte. 2914-1564-00) surgen los siguientes elementos útiles para la resolución de la causa:

1. A fs. 98 la Dirección de Auditoría y Fiscalización gira a la Subdirección de Coordinación Administrativa del I.O.M.A. los remitos presentados por la empresa prestadora acompañando las facturas que obran a fs. 1/97, a efectos de solicitar la autorización para el libramiento de las órdenes de pago correspondientes.

2. A fs. 99 se adjunta al expediente copia de la resolución del Directorio del I.O.M.A. 116/00 (B.O., 1-III-2000, v. fs. 100), por cuyo art. 1º se dispone: "Reconocer exclusivamente la cobertura de las prestaciones que se brindan a afiliados del I.O.M.A., de aquellas facturaciones emitidas como consecuencia de la existencia de un convenio prestacional directo, convenios con entidades representativas y trámites de excepción aprobados por el Honorable Directorio, en virtud de los considerandos de la presente".
3. A fs. 101 la Dirección General de Prestaciones se dirige a la Dirección de Relaciones Jurídicas a efectos de recabar instrucciones a seguir en relación a la facturación presentada por la empresa -centro no adherido- correspondiente al mes de octubre de 1999.

4. La operatoria descripta en los puntos anteriores, con intervención de la Dirección de Auditoría y Fiscalización y la Dirección General de Prestaciones, se reitera en idénticos términos a fs. 148/151 (en relación a la facturas del período marzo de 1999); 355/358 (facturas del período noviembre de 1999); 492/495 (facturas período septiembre 1999); 587/593 (facturación marzo y febrero de 1999); 745/748 (facturación agosto de 1999); 887/893 (facturación abril de 1999); 1015/1018 (facturación junio 1999); 1105/1108 (diciembre de 1999); 1250/1253 (facturación julio de 1999); 1364/1367 (facturación de mayo de 1999).

5. A fs. 588 obra copia de la carta documento remitida por la demandada informando a la empresa que con fecha 21-V-1996 el Directorio resolvió la rescisión del convenio que mantenía con ella.

6. A fs. 1368 luce el dictamen de la Dirección de Relaciones Jurídicas del I.O.M.A. de fecha 17 de abril de 2000, donde se sostiene que "la Dirección de Auditoría y Fiscalización al confeccionar los remitos adjuntos, consigna que dicho CENTRO es un Prestador: NO ADHERIDO, esto implica que dicho servicio no se encuentra vinculado al Instituto por un CONVENIO DIRECTO".

Agrega el dictamen que no obstante eso el Directorio emitió, con fecha 28-VII-1999, la resolución 676/99, por la que faculta a la Dirección de Región Capital Federal a autorizar exclusivamente aquellas prestaciones que sean requeridas en los efectores que se consignan en el Anexo, y manifiesta que de dichos Anexos surge incluido ‑como vinculado contractualmente al Instituto- Investigaciones Médicas S.A., razón por la cual -sostiene- se desconocen los motivos por los cuales la Dirección de Auditoría y Fiscalización lo tipifica como PRESTADOR NO ADHERIDO.

El dictamen continúa solicitando a la Dirección General que determine: 1) si el efector que factura se encuentra adherido según res. 676/99; 2) si las prestaciones facturadas han sido autorizadas por el funcionario del I.O.M.A. competente; 3) si los valores facturados se corresponden con los autorizados por convenio por la obra social.

Luego, aconseja proceder dando intervención a la Dirección de Administración y Finanzas para su pago, o al Directorio para resolver la cuestión planteada accediendo al pago o rechazándolo.

Por último sostiene que de tratarse de un servicio no adherido y si las prestaciones hubieren sido autorizadas por alguna Dirección Regional, debería gestionarse el cese inmediato de dicho proceder, hasta tanto se formalice la vinculación con el Instituto.

7. A fin de cumplimentar lo requerido en el dictamen señalado, a fs. 1370 informa la Subdirección de Coordinación Administrativa acerca de la rescisión de convenios con distintos prestadores, entre ellos Investigaciones Médicas S.A., el 22-VI-1996.

8. La división Coordinación de Facturación de la Dirección de Auditoría y Fiscalización, el 5-VI-2000 informa que el Centro presenta facturación desde el año 1993, que el contrato fue rescindido, que las prestaciones fueron autorizadas por el I.O.M.A. y que los valores facturados se corresponden con los valores vigentes (v. fs. 1372).

9. A fs. 1376, el Director de Auditoría y Fiscalización Médica de Establecimientos Asistenciales del I.O.M.A. informa que las prestaciones fueron autorizadas por personal competente del I.O.M.A. y en todos los casos consta verificación afiliatoria y conformidad del afiliado. 

10. Vuelve a intervenir la Dirección de Relaciones Jurídicas a fs. 1377. Allí aborda la problemática de las facturaciones provenientes de la Capital Federal por prestadores no adheridos. Recuerda los términos de la resolución 116/00 y concluye que de corroborarse la inexistencia de convenios con tales prestadores, convendría gestionar su suscripción. Sin perjuicio de efectuar una búsqueda exhaustiva de antecedentes (convenios, resoluciones, expedientes) a fin de determinar cuáles son los efectores que pueden brindar servicios en la Capital Federal.

11. A fs. 1382/1388 está incorporada la copia de la resolución 676/99, del 8-VII-1999. Por ella el Directorio del I.O.M.A. delega a la Dirección de Región Capital Federal el ejercicio de la competencia para autorizar exclusivamente aquellas prestaciones que fueran requeridas a los efectores consignados en el Anexo I; entre los cuales figura Investigaciones Médicas S.A. (v. esp. fs. 1385).

12. La Asesoría General de Gobierno toma intervención a fs. 1390 y dictamina a favor del reconocimiento de las prestaciones cuyo pago se procura a partir del 8 de julio de 1999, por cuanto la actora estaba mencionada entre los prestadores de la resolución 676/99 y en función de lo consignado en cuanto a las prestaciones en los informes de fs. 1372 y 1376, debiéndose tener en cuenta a tales efectos lo dispuesto por la resolución 56/00 de la Tesorería General de la Provincia. También tuvo presente lo informado a fs. 1372 y 1376, aclarando que en relación a las prestaciones brindadas con anterioridad a la vigencia de la Resolución 676/99, en la medida que la facturación haya sido confeccionada de conformidad al procedimiento allí señalado y que los destinatarios de las prestaciones fueran afiliados al I.O.M.A., nada obstaría a que se lo declarara un legítimo abono.

13. La Contaduría General de la Provincia a fs. 1394 realiza su informe en igual sentido, teniendo en cuenta el contenido favorable de los informes de fs. 1372 y 1376 y la vigencia de la resolución 676/99. 

14. El Fiscal de Estado da su vista a fs. 1396 manifestando que de las constancias agregadas surge que los servicios habían sido prestados antes de la autorización de la Dirección de Región Capital Federal; que se realizó su auditoría y que sus valores eran adecuados a los vigentes en el I.O.M.A.. Estima, entonces, reunidos los recaudos para el reconocimiento y pago de las facturas presentadas.

15. Finalmente a fs. 1398 la Dirección de Relaciones Jurídicas estima que debe reconocerse el pago como legítimo abono.

En los restantes cuerpos se hallan las facturas y demás documentación tendiente a acreditar la efectiva prestación del servicio.

IV. La pretensión de Investigaciones Médicas S.A. consiste en el reconocimiento y pago por el I.O.M.A. de una serie de facturas cuyo detalle obra a fs. 445/447 ‑relativas al período comprendido entre los años 1995 y 2000-. 

Como se ha visto, para la actora, el hecho de haberse rescindido el contrato en el 1996 y continuarse con una metodología similar para la ejecución de las prestaciones, sin observaciones a las facturas presentadas, en realidad importó retomar la aplicación del sistema precontractual vigente en el período 1991/1993, que era a su modo de ver una práctica habitual en el medio.

Pues bien, para encuadrar adecuadamente la solución del caso es necesario pronunciarse, en primer término, acerca de la relación jurídica que vinculaba a las partes.

a. La actora plantea que en el año 1993 su mandante convino con la demandada la prestación de servicios médico-asistenciales a favor de los afiliados o adherentes de la región Capital Federal de Instituto, estableciéndose entre ellos una relación contractual. Investigaciones Médicas S.A. atendía a los pacientes derivados por la accionada en su centro asistencial ubicado en la Ciudad de Buenos Aires.

Si bien no consta en la causa instrumento alguno que acredite la relación contractual invocada, lo cierto es que ésta ha sido reconocida por las partes y da cuenta de ella, al mismo tiempo, la copia de la carta documento que le enviara la demandada rescindiendo el convenio en fecha 21-V-1996 (fs. 588 del expte. adm.).

De tal modo está acreditado en autos que en el año 1993 la actora celebró un convenio con el I.O.M.A. para la atención de los afiliados y que dicho negocio jurídico fue extinguido por la accionada en el año 1996 (v. fs. 567 vta. de la contestación de demanda). Cabe destacar que la rescisión contractual no ha sido motivo de impugnación en este litigio.

Luego de fenecido el contrato, no existe acto administrativo alguno por el cual se haya justificado y autorizado la continuidad de los servicios cuya retribución demanda la accionante. Tampoco lo hay, por cierto, que haya autorizado prestaciones por razones de urgencia.

Sin embargo, las actuaciones administrativas revelan que, al menos durante el año 1999 -período al que exclusivamente se refiere dicha tramitación- la empresa que aquí reclama continuó brindando sus tareas, aun sin vínculo contractual (v. informes de fs. 1372 y 1376).

b. Es perceptible que las actividades desplegadas por la actora en ese tramo se ejecutaron al margen del marco administrativo predeterminado por las normas aplicables en la materia, esto es, prescindiendo de un vínculo contractual regular. Este punto de partida debilita la situación del reclamante.

En el campo de los contratos administrativos, el carácter imperativo, no disponible, de las formalidades y contenidos materiales impuestos por normas jurídico-públicas descarta la vigencia irrestricta de la autonomía de la voluntad de los contrayentes (doct. C.S.J.N., Fallos 316:3157 y 326:3700; mis votos en las causas B. 56.764, "La Jirafa Azul", sent. de 19-VII-2006 y B. 63.370, "Estudio de Profesionales en Ciencias Económicas", sent. de 29-X-2008).

Al margen de la lógica sujeción de la Administración a la juridicidad, que impone a sus órganos y entidades un obrar consistente con el ordenamiento, las especificidades de su actuación contractual, en cuanto involucran la asignación de recursos públicos, la comprometen singularmente y determinan el riguroso cumplimiento de las disposiciones que encauzan los procedimientos de selección del contratista, las modalidades de contratación y, en suma, todos los recaudos concernientes a la adecuada ejecución del gasto público (doct. causa B. 66.693, "Recovering", sent. de 6-VII-2005 y sus citas).

Por ello la existencia de un contrato administrativo se halla tan íntimamente vinculada a la forma en que las partes han sellado el respectivo acuerdo. Ciertos requisitos específicos para la conclusión de un determinado contrato (v.gr., en lo atinente a la publicidad, los medios de control, la idoneidad de oferentes o el examen de la conveniencia de sus propuestas, competencia de los órganos adjudicadores) dejan de ser meramente instrumentales y adquieren la condición de elementos estructurales de la existencia válida del negocio jurídico. Estas notas, de indudable pertinencia en el derecho administrativo, concuerdan con el principio general según el cual los contratos que tengan una forma determinada por las leyes no se juzgarán probados si no la observaren en el modo prescripto (arts. 975 y 1191, Cód. Civil; doc. C.S.J.N., Fallos 323:1515, 3924, 329:809, entre otros).

En la especie, los recaudos que debieron observarse para el perfeccionamiento de un acuerdo válido no se verifican. Aquí no se trata de deficiencias intrascendentes, carentes de utilidad o subsanables al momento de la conformación de la voluntad estatal, sino que se somete a consideración de esta Corte un supuesto en el que, lisa y llanamente, hay actuación de hecho: no existe contrato. 

En consecuencia, no merece acogerse el reclamo fundado en la invocada violación de obligaciones que derivarían de un supuesto contrato público no surgido válidamente al mundo jurídico. La solución contraria conduciría a asimilar a contratos regulares aquellas situaciones nacidas al margen de la legalidad, estimulando, al menos de modo indirecto, la propagación de prácticas que vacían de contenido las normas que regulan la contratación administrativa y la asignación del gasto público.

En cambio, la posición de mayor estrictez en cuanto a la salvaguarda de los requisitos y formalidades que garantizan la adecuada aplicación del patrimonio público, que aquí propicio, armoniza con los principios informadores de la Convención Interamericana contra la Corrupción, celebrada por la Organización de los Estados Americanos e incorporada por ley 24.759, que, entre otros criterios, manda asegurar la publicidad y la eficiencia de los sistemas en la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado (conf. art. III, pto. 5; doct. causa B. 55.399, "La Jirafa Azul S.A.", sent. de 14-XII-2005).

En virtud de lo expuesto, la pretensión de la actora -es decir, la condena al pago de las facturas- en cuanto se asienta en los términos definidos en un convenio rescindido por autoridad competente, deviene inatendible. Como también lo es su postura de procurar obtener dicho resultado contemplando las pautas de prestaciones otrora efectuadas sin contrato (de las que, por lo demás, no se cuenta con elemento probatorio alguno y que sólo responden a los dichos de quien aquí reclama; arg. art. 375, C.P.C.C.). 

En fin, surge a simple vista que la demandante no ha logrado acreditar que los servicios reclamados hayan operado como derivación razonable de una relación jurídica válida que les sirviera de antecedente.

c. En adición, a diferencia de otros casos ventilados ante este Tribunal, en la especie no se ha invocado que las actividades que se dicen cumplidas por la empresa reclamante deban serle reconocidas (como "legítimo abono" o "aprobado de gastos"), con fundamento en el principio del enriquecimiento sin causa.

A más de tratarse de modalidades que ciertamente justifican seguirse en asuntos verdaderamente excepcionales (doct. causas B. 66.693 cit. y B. 57.652, "Gamma Producciones Artísticas y Publicitarias", sent. de 5-V-2010), su acogimiento en juicio presupone la identificación adecuada de los extremos pertinentes al incoarse la demanda. Debe haber, pues, la articulación de un planteo expreso en tal sentido (C.S.J.N., doct. Fallos 310:2278, cons. 10° in fine). Si, como acontece en autos, ello no se verifica, pues se está en presencia de una demanda por cobro de pesos únicamente fundada en el alegado incumplimiento contractual del I.O.M.A., una solución contraria, que variase oficiosamente la estrategia procesal del reclamante, desbordaría los confines de la litis, con afectación del principio de congruencia (doct. 323:3924, cons. 10; mi voto en la causa B. 63.370 cit. y voto del doctor Hitters en la causa B. 57.593, "Steciow", sent. de 9-V-2007).

d. La inexistencia de una contratación pública y el alcance de la pretensión impiden en la especie el reconocimiento de derechos pecuniarios frente a la Administración. 

Sin perjuicio de la eventual responsabilidad de los funcionarios públicos que, con prescindencia de la regulación de los acuerdos con prestadores, pudieron haber requerido o aceptado los servicios de la empresa, la mera referencia de la actora, en el sentido de haberse seguido en autos una "práctica que es habitual en el medio" (fs. 444 vta.), dada su indeterminación como argumento jurídico específico revelador de la pertinencia de su postulación, no puede prosperar (arg. arts. 27, C.P.C.A.; 330 inc. 6, C.P.C.C.).

Tampoco es de recibo la genérica invocación del principio de buena fe (art. 1198, C.C.). En la especie, ella no mejora el escenario sometido a juzgamiento. Los antecedentes del caso evidencian que la demandante conocía que la relación se había desplegado al margen de la legalidad; tanto en el período precontractual, como con posterioridad a la revocación del contrato en el año 1996. Asumió riesgos diversos, como los concernientes a sucesivos retrasos en los pagos. Sin embargo, continuó con las prestaciones ante una situación claramente incierta. 

Semejante desarreglo y el álea consecuente, deben recaer sobre el contratista, quien aparentemente optó a conciencia por seguir adelante y atar su suerte al resultado que arrojarían las gestiones personales que emprendió ante diversos funcionarios (v. escrito de demanda, fs. 443 y vta., 444 vta. y 447), antes que exigir, con prudencia y diligencia (arg. art. 1198, C.C.), el perfeccionamiento de una relación jurídica válida.

d. Resta consignar que la actora no ha invocado que las prestaciones cuyo pago demanda se hayan cumplido al amparo de la resolución 676/99 del I.O.M.A. (v. fs. 1382/1388). Tal disposición ni siquiera es invocada en la demanda. 

Ello cierra definitivamente la suerte adversa del planteo, aún ante la existencia en el trámite administrativo de opiniones que, considerando los efectos que se entendieron derivaban de dicho acto, resultan parcialmente favorables a la posición del demandante (v. expte. adm., fs. 1390, 1394 y 1396).

V. En virtud de las razones expuestas, juzgo que debe desestimarse íntegramente la demanda.

Voto por la negativa.
Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3º, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Los señores jueces doctores de Lázzari e Hitters, por los fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron también por la negativa.
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Adhiero a los argumentos y a la solución propuesta por el señor Juez doctor Soria.

Ello sin perjuicio de lo que sostuviera al votar en la causa B. 57.593, sent. del 9-V-2007, citada por el colega preopinante, en tanto las cuestiones aquí debatidas no revisten sustancial similitud con las analizadas en aquella oportunidad.

Voto, pues, por la negativa.
Costas por su orden (arts. 17 de la ley 2961; 78 inc. 3º, ley 12.008, texto según ley 13.101).

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el acuerdo que antecede, se rechaza la demanda interpuesta.

Costas por su orden (arts. 78 inc. 3, ley 12.008 -texto según ley 13.101- y 17, ley 2961). 

Por su actuación profesional en autos, regúlanse los honorarios de los letrados de la parte actora, doctor Miguel Álvaro Romero, en su calidad de patrocinante, en la suma de pesos … y doctor Horacio Ismael Beresñak, en su calidad de apoderado, en la suma de pesos … (arts. 1, 9, 10, 14, 15, 16, 22, 28, 44 ap. b in fine, 51 y 54 del decreto ley 8904/1977), cantidades a las que se deberá adicionar el 10% (ley 8455) y el porcentaje que corresponda según la condición tributaria de los mencionados profesionales frente al Impuesto al Valor Agregado.

Regístrese y notifíquese. 


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
DANIEL FERNANDO SORIA


JUAN CARLOS HITTERS



JUAN JOSE MARTIARENA 



Secretario
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